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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
Sala Constitucional 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que por 
resolución de las ocho horas treinta minutos del veintinueve de abril del dos mil diez, se dio curso a 
la acción de inconstitucionalidad número 10-002621-0007-CO interpuesta por Albino Hernández 
Altamirano para que se declare la inconstitucionalidad del actual artículo 7 y el anterior artículo 
10 del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33, 50.1, 51, 73, 74 y 
177 de la Constitución Política, los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 
9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como a los principios 
de universalidad, generalidad, integridad y suficiencia de la protección, principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, solidaridad y justicia social. Las normas se impugnan en cuanto establecen una 
prohibición de otorgar más de una pensión de este régimen dentro del mismo núcleo familiar, 
lo que provoca una situación discriminatoria sin justificación razonable y objetiva para los 
solicitantes de pensión de este programa de asistencia social que forman parte de un mismo 
grupo familiar. Refiere que esa prohibición vulnera los artículos 33, 50.1, 51, 73, 74 y 177 de la 
Constitución Política, los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 9 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ya que si en un mismo grupo familiar 
existen 2, 3, 4 o más personas con discapacidad o adultas mayores, en condición de pobreza 
extrema y alto riesgo social, y tan solo a una de ellas se le concedió una pensión del Régimen No 
Contributivo, entonces a las otras personas ya no se les podría otorgar el beneficio, pese a 
encontrarse en las mismas condiciones de invalidez o vejez, pobreza extrema y alto riesgo social. 
Aduce que para esto no existe ninguna justificación razonable y objetiva para que se prohíba otorgar 
más de una pensión del Régimen No Contributivo en un mismo grupo familiar, siempre y cuando se 
cumplan las condiciones reglamentarias requeridas para ello. Afirma que si existen personas dentro 
de un mismo núcleo familiar que poseen las condiciones de invalidez y de pobreza, se les debería 
otorgar la pensión a cada uno de ellos, para que así el Estado procure garantizarles una vida digna, 
máxime que el beneficio de pensión es individual, no grupal o familiar. La norma violenta los 
principios de universalidad, generalidad, integridad y suficiencia de la protección, así como los 
principios de razonabilidad, proporcionalidad, solidaridad y justicia social, por cuanto en materia de 
beneficios sociales no deben existir lineamientos reprochables y odiosos que restrinjan el número de 
beneficios dentro de un mismo grupo familiar, pues precisamente lo que pretendió el legislador con la 
creación de programas solidarios a favor de los sectores sociales más vulnerables como lo es el 



programa del Régimen No Contributivo de Pensiones, es brindar protección económica al mayor 
número posible de costarricenses y extranjeros, con problemas de discapacidad, invalidez, vejez, 
orfandad o indigencia, independientemente de si pertenecen o no al mismo grupo familiar. Esta 
acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en 
sus artículos 73 a 79. Asi se informa para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se 
discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos 
procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en 
que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la 
resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a 
partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se 
trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera 
inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, 
podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición 
de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a 
fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, 
que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo 
ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta 
publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los 
casos y condiciones señaladas.  
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